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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veinte de agosto de dos mil nueve
Acta número 0054 del 20 de agosto de 2009
En la fecha, siendo las cuatro de la tarde, conforme fue programado en auto que precede, los suscritos integrantes de la Sala Laboral de Decisión y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver sobre la apelación concedida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, del auto proferido el 27 de abril anterior, por medio del cual se resolvió una solicitud de nulidad, en el proceso ordinario laboral de doble instancia promovido por Didier Marín Quintero contra la Junta Nacional de Calificación de Invalidez. 

El proyecto presentado por el ponente, discutido y aprobado tal como consta en el acta ya mencionada, da cuenta de estos

ANTECEDENTES

El señor Didier Marín Quintero pretende, por intermedio de apoderado judicial y a través de un proceso laboral de doble instancia, que se declare que es inválido, con un porcentaje de pérdida de capacidad laboral superior al 50% por enfermedad de origen común, con fecha de estructuración del 31 de diciembre de 1994 y que se condene a la demandada al pago de las costas procesales. 

Sostiene para así pedir, que hace 11 años padece Diabetes Mellitas Tipo II Clase II y hace 6 años le fue amputada la pierna izquierda, originándose así la depresión que padece; solicitó evaluación a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, la cual fijó como porcentaje de pérdida de su capacidad laboral el 41,2%, por enfermedad de origen común y con fecha de estructuración del 9 de julio de 1999, decisión contra la cual se interpuso recurso de apelación, el cual fue resuelto por la Junta Nacional el 8 de julio de 2003, siendo evaluado con un 43,99%, por enfermedad de origen común y con fecha de estructuración del 7 de julio de 1999, omitiéndose en la evaluación su estado depresivo; el 7 de junio de 2004 fue evaluado nuevamente por la Junta Nacional con un 44% de invalidez, sin que variara el origen y con fecha de estructuración del 7 de julio de 1999, ante lo cual presentó recurso de apelación, obteniendo que se le calificara con un 43,99% de pérdida de capacidad laboral, con fecha de estructuración del 9 de julio de 1999.
La demanda en mención correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta capital, quien hallándola formalmente ajustada a las prescripciones del artículo 25 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social la admitió, ordenando correrla en traslado a la parte demandada, fl. 31, la cual guardó silencio.
Convocadas las partes a la audiencia prevista en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, fl. 38, fracasó el intento conciliatorio por la inasistencia de la parte demandada, haciéndose acreedora a las consecuencias procesales pertinentes, en este caso su inasistencia se tendrá como indicio grave en su contra, toda vez que ninguno de los hechos de la demanda eran susceptibles de prueba de confesión. 
A través de auto del 9 de diciembre de 2008, fl. 98, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito remitió el proceso a la Oficina Judicial de Reparto, para que fuese enviado al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, quien continuaría conociendo del proceso. 

Por medio de escrito de folio 178, solicitó el apoderado del actor se declarara la nulidad contemplada en el numeral 6° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil; manifiesta que en tiempo oportuno se solicitó se decretara la prueba de “INSPECCIÓN sobre la persona de DIDIER MARÍN QUINTERO”, misma que fue decretada en la primera audiencia de trámite, fl. 39, ordenando que el dictamen pericial e inspección se realizaría sobre la persona, sin embargo ella no fue practicada de ese modo por el perito nombrado, Junta Regional de Calificación de Invalidez del Atlántico, Afirma que esta prueba es fundamental para determinar el verdadero grado de invalidez del actor, toda vez que la sola historia clínica resulta insuficiente respecto de los reales padecimientos, sobre todo siquiátricos, que afectan al demandante.

Por providencia del 27 de abril de 2009, fl. 133, la a quo negó la solicitud de nulidad y dispuso se fijara fecha para la audiencia de juzgamiento.
Para tomar su decisión, consideró la falladora de primer grado que en varias decisiones se hizo constar que la evaluación del actor se realizaría teniendo en cuenta únicamente la historia clínica, el dictamen inicialmente emitido, la demandan presentada y los demás documentos solicitados por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Atlántico, sin que ello mereciera reparo por parte del apoderado del actor. Agrega que a folio 109 milita el dictamen, del cual se dio traslado a las partes por términos de 3 días al tenor de lo dispuesto en el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, traslado que transcurrió sin que las partes manifestaran inconformidad con él, por lo que se procedió a fijar fecha de juzgamiento, siendo ese el momento en que el apoderado se percató que el dictamen se había realizado sin la presencia de su procurado y propuso la nulidad.
Contra la anterior decisión presentó recurso de apelación el apoderado del demandante, fl. 140, argumentando que su representado no tuvo la debida representación en el litigio, toda vez que el abogado que presentó la demanda renunció al poder conferido, por lo que no hubo participación activa de la parte actora durante un año entero, por lo que el Despacho, con el sano interés de impulsar el proceso, profirió auto del 1° de marzo de 2007, solicitando a la Junta de Calificación de Invalidez de Barranquilla que, de ser posible, rindiera el dictamen teniendo en cuenta la historia clínica, el dictamen emitido y la demanda, empezando desde ese momento a renunciar tácitamente a la prueba, siendo vulnerado el debido proceso. Afirma que la única actuación suya después de emitido el dictamen, fue precisamente proponer la nulidad. Por último, ratifica lo expuesto al momento de solicitar la declaratoria de nulidad.
Concedido el recurso, el expediente fue remitido a esta Sala, en donde se cumplió la ritualidad prevista en el artículo 42 de la Ley 712 de 2001, dando traslado común a las partes.

Sin que se advierta causal alguna de nulidad que obligue a retrotraer lo actuado, se procede a resolver la alzada.

CONSIDERACIONES
El apoderado de la parte actora solicita se declare nulo el proceso con base en el numeral 6° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, el cual establece:
“Artículo 140 (Antiguo 152). Modificado. D.E. 2282/89, art. 1º, num. 80. Causales de nulidad. El proceso es nulo en todo o en parte, solamente en los siguientes casos:

…

6. Cuando se omiten los términos u oportunidades para pedir o practicar pruebas o para formular alegatos de conclusión.

…”

Básicamente se duele que el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Atlántico, se haya proferido sin realizar la inspección sobre su poderdante, tal como se solicitó en la demanda inicial, pues considera, con razón, que dicha experticia es fundamental para el éxito de sus pretensiones.

A folio 4 del expediente, se aprecia que efectivamente el dictamen pericial fue solicitado con inspección sobre la persona del actor, y así fue decretada la prueba, fl. 39.

De otra parte, a folio 55 del expediente, se observa el oficio por medio del cual el apoderado del señor Marín Quintero presenta renuncia al poder al conferido, documento que fuera recepcionado por el Juzgado de conocimiento el 31 de octubre de 2006.
A folio 59 encontramos auto del 1° de marzo de 2007, donde se le indica a la Junta de Calificación de Invalidez de Barranquilla (Atlántico) que “de ser posible, rindan el dictamen con fundamento en la historia clínica, el dictamen inicialmente emitido y la demanda presentada, cuyas copias serán remitidas”, lo cual se materializó por medio del oficio N° 452 del 6 de marzo de 2007, fl. 60.

El nuevo apoderado del actor presentó el poder a él conferido el 22 de octubre de 2007, fl. 72-73, procediendo a aportar diversos documentos requeridos para emitir el dictamen, fls. 79, 84 y 102.
El 14 de enero de 2009, por medio de auto, fl. 105, “se ordena librar oficio a esa entidad (Junta Regional de Calificación de Invalidez de Atlántico) acompañado de copia de la consignación, y de los documentos necesarios para que procedan con la valoración requerida, advirtiéndole que la misma se realizará con la historia clínica que se encuentra en su poder, y las valoraciones que le fueron realizadas y que se le remitieron mediante oficio N° 1443 del 6 de agosto de 2008”, providencia que fue debidamente notificada por anotación en estado del 15 de enero de 2009.
Por último, el dictamen emitido por la tantas veces mencionada Junta de Calificación, fue recibido, proveniente del Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, el 16 de febrero de 2009, siendo puesto en conocimiento de las partes mediante auto del 17 de febrero de 2009, fl. 119, notificado por anotación en estado del 18 de febrero de 2009.

Como se viene de ver, a pesar de que el actor no contó con la asesoría de un abogado entre el 31 de octubre de 2006 y el 22 de octubre de 2007, el nuevo apoderado, que empezó a fungir como tal a partir de dicha calenda, nada manifestó acerca de la manera como se practicaría la prueba, la cual había sido avisada en múltiples ocasiones, y solo cuando el dictamen es contrario a sus pretensiones, viene a proponer una nulidad que, dígase de una vez, es inexistente.
Y es que si no estaba de acuerdo con el dictamen proferido, debió haber hecho uso de su derecho de contradicción, consagrado en el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, pero, fuera por negligencia, desconocimiento o simple descuido, nada hizo, pues véase que el dictamen fue puesto en su conocimiento el 18 de febrero de 2009, fl. 119, y solo hasta el 25 de marzo del mismo año, fl. 178, vino a proponer el incidente de nulidad.
Al respecto, ha manifestado la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. En sentencia de mayo 22 de 1998, Exp. 5.053, con ponencia del Magistrado doctor Pedro Lafont Pianetta:

“(...) tiene dicho la jurisprudencia de esta corporación que, "para que pueda fundarse un recurso de casación en un error de actividad procesal consistente en haberse omitido la oportunidad para evacuar diligencias de prueba en debida forma solicitadas, es imperativo que tal omisión produzca indefensión en el sentido estricto que esta palabra tiene en el lenguaje jurídico" (Sent. 246, jul. 10/90, archivo Corte). Ello significa, entonces, que si no se produce una lesión al derecho de defensa, con eficacia tal que pueda privar a una de las partes de la garantía constitucional establecida por el artículo 29 de la Carta Política, la nulidad en cuestión no podrá ser declarada, máxime si se tiene en cuenta que el régimen vigente en materia de nulidades no sanciona con ellas cualquier irregularidad que se produzca en la tramitación del proceso sino únicamente aquéllas que, por su trascendencia así lo ameritan.”
Y tal como se expuso líneas arriba, en momento alguno se violó el derecho de defensa del demandante, pues todos los actos desarrollados en el proceso fueron debidamente publicitados, y aunque algunos ocurrieron en el tiempo en que el actor estuvo desprovisto de asesoría legal, lo cual no sobra decir le fue advertido en diversas ocasiones, fls. 57, 58, 61 y 62, los demás acontecieron mientras estuvo asistido de su procurador judicial, el cual ya estaba cumpliendo con sus funciones, fls. 79, 84 y 102, cuando se puso en conocimiento de las partes el dictamen objeto de controversia, sin que lo contradijera en absoluto como era su deber, si pretendía que los pedimentos de la demanda salieran avante.
Así las cosas, se impone la confirmación de la decisión de primera instancia
Costas en esta instancia no se causaron. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto que por vía de apelación ha revisado.
Sin costas por la actuación en esta Sede.

Decisión notificada en estrados.

Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE
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